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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 516/2021/1
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO.
MAGISTRADO:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintisiete de mayo de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 516/2021/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el dieciséis de julio de dos mil veintiuno, **********, compareció en su carácter de Albacea Testamentario de la sucesión a bienes de **********  a impugnar la resolución dictada el diecinueve de abril de dos mil veintiuno por el Director General de Gobernación, mediante la cual se resuelve la orden de visita, inspección, vigilancia y verificación número SGG-DGG-SA-OI-02-0190-2021 y se impone una multa de 120 Unidades de Medida y Actualización.   
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El diecinueve de febrero de dos mil veinticuatro se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 11:30 once horas con treinta minutos del quince de abril de dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta con el escrito presentado por la autoridad demanda por el que propuso los alegatos que a su parte correspondían sin que la parte actora hubiere hecho uso de tal derecho; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XII, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal, particularmente porque se reclama la imposición de una multa por infracción a las normas administrativas estatales.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

Se advierte que lo que reclama el actor es la resolución dictada el diecinueve de abril de dos mil veintiuno por el Director General de Gobernación, mediante la cual se resuelve la orden de visita, inspección, vigilancia y verificación número SGG-DGG-SA-OI-02-0190-2021 y se impone una multa de 120 Unidades de Medida y Actualización, acto que quedó acreditado, con la documental que fue exhibida por la parte actora, visibles en foja 15 a 20 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación 
	Notificación surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	19 de abril de 2021
	11 de junio de 2021
	14 de junio de 2021
	15 de junio al 10 de agosto de 2021

	16 de julio de 2021


Como se desprende del cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

Suscribe la demanda **********, quien compareció en su carácter de Albacea Testamentario de la sucesión a bienes de **********, hoy parte actora.

Asimismo, tomando en cuenta que el acto impugnado se encuentra directamente dirigido a **********, y siendo que las facultades del representante legal se acreditan con la copia certificada de la protocolización de sucesión testamentaria que se consigna en el Instrumento número Seis mil quinientos del tomo Ciento Seis, pasada ante la fe del Notario Público No. 17, con ejercicio en la Ciudad de San Luis Potosí, mismo que se encuentra agregado en autos a folios 8 a la 11; es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.
En otro orden, la autoridad que compareció en representación de la enjuiciada justificó su personalidad y legitimación, ello conforme al documento relativo al nombramiento correspondiente, el que consta a foja 48 del presente sumario, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, de acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los argumentos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 04 frente a la 06 vuelta del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos rubro se reproduce a continuación: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.-”

SÉPTIMO.- Estudio. Es fundado el concepto de impugnación.

A. Problema jurídico.

En principio tenemos que la parte actora manifiesta que la resolución impugnada es ilegal al provenir de una orden de visita que igualmente deviene ilegal, dado que esta, la orden de visita e inspección, vigilancia y verificación fue expedida y firmada previamente por el Director General de Gobernación, dejando espacios en blanco, sin asentar el nombre del propietario, giro, domicilio del inmueble y la fecha en que se emite, datos que fueron agregados posteriormente con otro tipo de letra, diferente al del contenido de la orden, lo que hace presumir que esa información fue puesta con posterioridad a la impresión y firma del documento y que fue el propio inspector quien plasmo en la orden esos datos, inspector que carece de facultades para elegir la fecha en que ha de llevarse a cabo, lo cual infringe lo dispuesto en el artículo 164, 165 y 197 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
B. Decisión. 

Como se anticipó, resulta fundado el concepto de impugnación que se analiza, toda vez que la orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación contenida en el oficio SGG/DGG-SA-OI-02-0190-2021 fue emitida de manera ilegal, ya que para que exista plena certeza de que el contenido completo de una orden de visita ha sido elaborado por quien la suscribe, debe estar confeccionada de su puño y letra o, en su defecto, el contenido que preceda a la firma debe ser uniforme, de tal suerte que no haya lugar a duda de que la autoridad competente tenía pleno conocimiento del acto de molestia que suscribió. 

De donde, si la orden de visita tiene espacios en blanco que fueron llenados a mano, -como en el caso que nos ocupa-, en la que basta la simple lectura para conocer que los datos relativos al nombre y/o denominación del lugar del visitado (**********) domicilio del visitado (**********) así como la fecha de su expedición fue llenada de puño y letra en una parte, y con diversa tipografía que la del resto del documento (véanse fojas 21 y 22 de autos), deja en incertidumbre al particular afectado, quien no tiene la certeza de que dichos vacíos hayan sido llenados por la misma persona que suscribió la orden, ya que lo anterior contrasta con las letras de impresión del resto del formato de la orden. De ahí que, si la competencia de una autoridad es una condición indispensable del acto de molestia, protegida a nivel constitucional y sobre la cual no debe existir interrogante alguna, dicha omisión contraviene los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 36, fracciones I y II, de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí.

Resulta aplicable al caso la tesis de Jurisprudencia que se invoca: 

“ORDEN DE VISITA EN MATERIA FISCAL. LA NOTORIA DIFERENCIA ENTRE EL TIPO DE LETRA USADO EN SUS ASPECTOS GENÉRICOS Y EL UTILIZADO EN LOS DATOS ESPECÍFICOS RELACIONADOS CON EL VISITADO, PRUEBA LA VIOLACIÓN A LAS GARANTÍAS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. La orden de visita que se dirija al gobernado a fin de verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, debe reunir los requisitos que establece el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los numerales 38 y 43 del Código Fiscal de la Federación, esto es, debe constar por escrito, ser firmada y emitida por autoridad competente, precisar el lugar o lugares que han de inspeccionarse, su objeto, los destinatarios de la orden o, en su caso, proporcionar datos suficientes que permitan su identificación, así como las personas que se encuentren facultadas para llevar a cabo la diligencia de que se trate; por tanto, resulta inconcuso que el hecho de que en una orden de visita se hayan utilizado tipos de letra notoriamente distintos, uno que corresponde a sus elementos genéricos y otro a los datos específicos relacionados con el contribuyente, revela que no cumple los requisitos mencionados y sí, por el contrario, debe tenerse por probado que se transgredieron las garantías de legalidad y seguridad jurídica consagradas en el mencionado artículo 16, en cuanto a los requisitos que debe contener aquélla. Lo anterior deriva, por una parte, de que resulta lógico que si la autoridad competente dicta una orden de visita, tanto sus elementos genéricos como los específicos deben estar señalados con el mismo tipo de letra (manuscrita, de máquina de escribir o de computadora) y, por otra, de que tratándose de una garantía individual para el gobernado y siendo perfectamente factible que se cumpla con esto último, debe exigirse su pleno acatamiento y la demostración idónea de ello, y no propiciar que se emitan órdenes de visita que por sus características pudieran proceder, en cuanto a los datos vinculados con el contribuyente y con la visita concreta que deba realizarse, no de la autoridad competente, sino del funcionario ejecutor de la orden pero incompetente para emitirla.”

Por lo anterior, al resultar fundado el concepto de impugnación en estudio, mismo que demuestra que la orden de visita de inspección que se analiza, se emitió de manera ilegal, en consecuencia, los actos que derivan de la misma devienen igualmente ilegales; por lo que con sustento en lo dispuesto en el artículo 250, fracción II, Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede decretar la nulidad total de la resolución determinante de la multa impugnada, emitida el día diecinueve de abril de dos mil veintiuno, al ser producto de un acto viciado de origen. 

Como apoyo a lo anterior, resultan aplicables los criterios citados en las siguientes Jurisprudencias. 

"ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.- Si un acto a diligenciar de Ia autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarán prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables par quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma participes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal."

“ORDEN DE VISITA. LA ILEGALIDAD DE LA MISMA PRODUCE LA NULIDAD LISA Y LLANA DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA. Considerando que la orden de visita es el acto administrativo que da inicio al procedimiento de fiscalización, debe estimarse que la ilegalidad de dicho acto implica necesariamente la inexistencia de la base de tal procedimiento, por lo que debe declararse la nulidad de las resoluciones administrativas dictadas con apoyo en el procedimiento cuya orden de visita fue declarada ilegal.”
 

C. Efectos
Por consiguiente y toda vez que conforme a lo previsto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se establece que en caso de ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; por lo que se ordena a la demandada que realice las acciones siguientes:

· Cancele los registros inherentes a la multa impuesta y dado que se acreditó que emitió el oficio a que se refiere en el resolutivo segundo, párrafo primero de la resolución impugnada, gire un nuevo oficio a la Secretaría de Finanzas a fin de que proceda a cancelar el cobro de la referida infracción.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250, fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del acto impugnado, consistente en la resolución determinante de la multa impugnada emitida el diecinueve de abril de dos mil veintiuno de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el último considerando de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.  


� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 188560. Instancia: Segunda Sala. Novena Época. Materias(s): Constitucional, administrativa. Tesis: 2a./J. 44/2001. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV, Octubre de 2001, página 369. Tipo: Jurisprudencia.


� Séptima Época, Tomo VI, Tesis 565, página 376:


� Novena Época. Registro: 195739. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VIII, Agosto de 1998. Materia(s): Administrativa. Tesis: VI.2o. J/144. Página:   753.





